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THIBUNAL CONSTITUCIONAL

24421 Sala Segunda. Recurso deampa.ro número 875/1983.
Sentencia número 88/1984. de 2!/ de septiembr..

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta
por dOIl Jerónimo Arozamefia Sierra, Presidente. y don Franw
cisco Rubio Llorente, don· Francisco Tomás y Valiente, don
Antonio Truyol Serra y don FranCisco Pera Verdaguer, Magis­
trados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo promOVido por don Elpidl0 Dionisio
Quldones Sánchez. representadu por el Procurador -don Jorge
Luis Amat y León Bustamante, y bajo 1& ,dirección del Abogado
don Eloy Manuel Herrero Reino, respecto de 1& sentencia del
Magistrado de Trabajo número 1 de León, en proceso sobre
prestación por invalidez permanente, habiendo sido parte en
el presente proceso de amparo el Instituto Nacional de Ja
Seguridad Social, representado par el Procurador don Julio
Padrón Atienza y bajo la direcciÓn del Abogado don -Emilio
RuizwJarabo FeITán e intervenido el Ministerio Fiscal, siendo
Ponente eJ Pres~dente, don Jerónimo Arozamena Sierra. quien
expresa el parecer de la Sala. .

I. ANTECEDENTES

Primero.-L& Magistratura de Trabajo conoció, a instancia
de don Elpidio Dionisia Quiftones Sánchez, de proceso sobre
iD:validez permanente, que fue resuelto por sentenela de 17 de
noviembre de 1983, en sentencia desestimatoria· de la pretensión
de reconocimiento de la prestación por Invalidez permanente
absoluta, porque, según dice el considerando único, habiendo
quedado acreditado que el actor no estuvo afillado al Seguro
Obligatorio de Vejez e Invalldez, es indudable qUe carece de
derecho 8 percibir la prestación por lItval1dez permanente ab~
soluta de este Régimen SOVl que soUc1ta, teniendo en cuenta,
ademas, que ya le ha sldo reconocida pensi6n de JubUac1ón, al
haber estado aflcIlIado al RetIro Obrero.

Se¡undo.-eontra esta sentencia interpuso el seftor Qulfto-­
nes Sánchez recurso de amparo el 2S de diciembre de 1983,

solicitando, con esta finalidad, el nombramiento de Procurador
del turno dé oficio. Nombrados, y aceptada la representación
y defensa, el Procurador don Jorge Luis Amat y León Busta­
mante, con la dlreoc:lón letrada de don Eloy Manuel Herrero
Reino, fonnalizó demanda contra 1& indicada sentencia. Invo­
cando como preceptos constitucionales violados el articulo 14
y el articulo 24.1 de la Constitución. Sostiene la demanda que
el primero de los preceptos ha sido vulnerado al no recono­
cerse .al recurrente el derecho a la pensión de tnval1dez per­
manente en la cuantía mínima fijada y, el segundo precepto,
porque la falta de tutela ha desembocado en un trato discrlw
.minatorio. Sostiene el recurrente que formuló petición de in~

validez permanente por reunir todos los requisitos legales para
percibir la referida prestación. Por causas que desconoce. pero
seguramente debido a error, se le reconoce por el Instituto
Nacional de la Seguridad Social el derecho a percibir una pen­
sión de jubilación que nunca ha solicitado, entre otras razones,
por no tener la edad reglamentaria. fijando la prestación eco~

nómica de 1.140 pesetas mensuales, y &Qlicita se subsane este
error en escrito de reclamaciÓn previa ante el lNSS, y al no
efectuarlo solicitó la tutela de la Magistratura de Trabajo núw
mero 1 de las de León. La sentencia llega a conclusIones disw
criminatortas, pues no sólo da como hecho probado en el cuar·
lo resultando: primero. que tiene reconoctda una pensión de

·veJez del SOY! que nunca ha solicitado, sino que también da
como probado que con fecha le de octubre de 1962 sollcitó
pensión de invalidez absoluta que le fue denegada. Es evidente
que la Magistratura, al fundamentar en parte su fallo deses­
tlrilatorio de 1& pretensión del solicitante en esta dualidad
de pensiones que no exisUa. no ,llegó al exa.men íJltimo de la
cuestión planteada, dejándole sin la obtención de la tutela
efectiva. Igualmente omite la aplicación del Real Decreto 93/1983,
en su artículo lO, o alternativamente el Real Decreto 3218/19~2
en su articulo 11, que son de aplicación tanto para la pensión
de vejez como para la prestación de invalidez, donde. se fitan
cantidades m1ntmaa para ambas prestaciones y que son supew
rlorea a la cantidad de 1.140 pesetas mensuales acordadaa E-n
la resolución de fecha 19 de abril de 1983 de 1& Dirección Prow
vlnclaI del INSS.

Teroero.-La demanda fue admitida a triDiite en providen­
cia del 28 de marzo de 19M. Recibidas las actuaciones y transw
currtdo el tiempo de emplazam1ento,en el que compareció el
Instituto Nacional d. 1& Seguridad Social, S8 pasó al trAmite
del artfculo 52 de la Ley Orgánica de este Tribunal, hablendo
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formulado alegaciones el seftor Quiñones Sánchez. ,el Instituto
Nacional de la Segundad So-;:tal y el Ministerio Flscal.

AJ El demandante seftor Quttlones Sa.nchez ha efectuado
las. siguientes alegaciones: al Que tiene reconocida prestación
do vejez como Guardia Civil a cargo de ele"8 Pasivas del
Estado. c:onfornie acredita: el 1nIorme obrante en el expediente
de vefez-SOVi. que termInó con resolución reconocIéndole una
prestad6n de vejez por importe de 1.140 pesetas mensuales. que
se impugnó ante la Magistratura de Trabajo de León. puesto
que la prestación solicitada fue de invalidez permanente abso­
luta,por 10 que no puede entender cómo la Magistratura de
Trabajo dé como hecho probado .que el €l.ctor tiene reconocida
una pensión de velez~SOVI. y en ello se fundamenta para.
desestimar la demanda. bl El INSS, por resolucIón de 7 de
junio de 1983, deniege. la reclamación contra el acuerdo adop­
tado en expediente de vejez-SOVI de 14 de abril de 1983 en
base a seguir siendo de aplicación los preceptos legales apli­
cables al recurrente, mayor de sesenta ados, y haberle sido
ya d".negada una prestación de invalidez·SOVI E!n fecha 13 de
julio de 1978 por no acreditar cotizaciones SOVI y por otro lado
ser de igual cuantía las prestaciones de vejez e invalidez de
dicho régimen. Nos encontrBmos con lo siguiente: En mayo
de 1978 se niega la invalidez permanente total por tener ¡pe­
nos de sesenta ados, toda vez que como se dice en su Resul­
tando ..las secuelas que padece son constitutivas de invalidez
permanente total, con derecho a pensi6n vitalicia, y estuvo afi­
liado en septiembre de 1938 y cotlzado como trabafador de :a
Jefatura de Obras Públicas_. y, consiguientemente, si en el
ado 1982 es mayor de sesenta a,flas tiene derecho a la prestación
económica, puesto que la Comisión Central conflnnó su grado
de invalidez. c) El artículo 11 del Decreto 93/1983 admite la con­
currencia de pensiones. por lo que el hecho de que"el' recurren­
te tenga pensIón de vejez a cargo del Estado como Guardia
CivIl, no es óbice para que se le pueda' reconocer otra presta­
ción pD:r invalidez permanente si reúne los requisitos para esta
segunda prestación que es totalmente compatible con la que ya
disfruta, aun en el supuesto de _que hubiera soliettado otra
pensión de vejez con cargo· a la Seguridad Soetal. y otra cues­
tión distinta sería si lo reclamado hubiera sido una mejora
da pensión dándose concurrencia. Entonces s1 habría que tener
en cuenta la condición de pluripensionista a efectos de aplica­
ción de lo establecido en el artículo 14 del referido Decreto:-

Bl El Instituto Nacional de la Seguridad Social hizo las
siguientes alegaciones: al Dos infracciones de preceptos cons­
titucionales imputa el recurrente en amparo a la sentencia dic·
tada por la Magistratura de Trabajo número 1 de León; la
primera de ellas, la discriminación ..al no reconocerle el. de~

recho a percibir una pensión de invalidez permanente y en la
cuantia mfnima filada en las disposiciones Iega1il; vigentes en
la materia_o Más tarde. aftade que la sentencia llega a conclu~
siones discriminatorias al fijar como hechos probados que el
actor tiene acreditada una pensión de jubilaciÓn del seguro
obligatorio de vejez e invalidez y denegada otra de invalidez
del m~smo régimen. Lo que está en juego es la apUcaci6n de
determinada legaUdad. El demandante cree que cumple los re·
quisltos exigidos para que se le reconozca una invaUdez per~

manente, pero esta argumentación quiebra cuando se funda­
menta en que el no haber obtenido satisfacción a la preten_
sión trae consigo una vulneración del articulo 14 de la Consti­
tución; y ello aun en el caso de que la normativa aplicable
le reconociera el derecho, pues nos encontrarfamos ante un
debate sobre la aplicaci6n de la legalidad ordinaria, pero. nun­
ca constitucional. A análoga conclusión se llega si se analiza
la segunda alegaci6n que instrumenta el recurrente para evl~

denciar la discriminación que denuncia, respecto de los hechos
probados que fifa la sentencia de Magistratura. pues ello de.
pende del planteamiento del 1ulcio y de las pruebas. aportadas
por 188 partes intervinientes en el mismo. ya· que, de otro
modo, siempre sena posible discutir la apreciación de los h.
chos por el órgano Jurisdiccional correspondiente, sin que el
proceso pudiera llegar ¡lunca a término. Tampoco ep este se·
gundo caso se observa vulneración algune. del precepto cons·
titucional. b) La segunda de las infracciones, referida al ar­
Uculo 24 de la Constitución., se ocasiona. según la tesis del
recurrente, por. cuanto la Magistratura de Trabajo no ha tu~
telado su derecho, lo que. según se dice, está en intima cone­
xión con la vulneración de alrtfculo 14. La discriminación que
pudiera originar la actuac:lón judiciai no sólo no presup~ne

una 'infracción del artículo 24 alegado, sino que la excluye. Las
dos infracciones traen causas distintas, pues si no, lo que al
denunciar la discriminacl6n 'S8 prueha es que se estA poniendo
en práctica. en principio. el postulado de la tutela al que .3e
alude en el articulo 24. Attade el INSS le. invocaci6n de ra
sentencia de 11 de lunio de' 1984, dictada en recurso de ampa-·
ro 724/1983, en 8U Fundamento Jurídico primero. c::) Queda la
cuestión referida al posible equívoco respecto de la pretensión
en la que viene insistiendo el recurrente. Esta pretensi6n, como
se afirma" en el encabezamiento de la sentencia diQtada por la
Magi,stratura de Trabajo de "León. Queda constituida por la re­
clamación de invalidez permanente del actor, y puestas asf las
cosas no cabrIa entender que se ha incurrido en error sobre l.
materia objeto del proceso, pues el enjuici!lmiento en el pro.­
ceso previo se ha centrado en la invalidez permanente, que,
según alega el recurrente en el escrito de hl~er;)OsI(.·i611 de este
recurso, es lo que viene pretendiendo y de 10 que se deriva la
a bsoluta congruencia entre lo sollcitado y lo resuelto por el

Organo jurisdiccional. el) Se desprende de las alegacloóes del
recurrente que 10 que se persigue es una resolución favorable,
pues DO sólo las manifestaciones que hace para fundamentar
el recurso, sino la insistencia en que la cuantía de la pensión
por aplicacl6n de unos Reales Decretos que cita debe tener UD
mínimo que no ha respetado la Magistratura de Trabajo ni tam~

poco el Instituto Nacional de la Seguridad Social. conduce 11
tal ronclusión. todo lo cual aboca igualmente a una desnatura­
lización del recurso de amparo que lo distorsiona, convlrtién·
dolo en una nueva instancia Judicial.

CJ El Ministerio Fiscal ha alegado lo siguiente: al El 19· de
octubre de 1977 la Comisión Técnica Calificadora Provincial de
León InJci6 procedimiento sobre declaración de invalidez per~

manente del traba1ador don Elpidlo Dionisia Quldones Sánchez.
en el que se declaró que las secuelas derivadas de la enferme­
dad que padeda eran constitutivas de' invalidez permanente
'total para su profesión habitual, teniendo derecho a percibir
una pensión vitalicia mensual de 1000 pesetas, mtLs las reva.·
lorizaclones correspondientes, con cargo a la Ce.1a de Compen.
sación del Mutualismo Laboral y efectos económicos desde 1 de
octubre de 1977. Interpuesto xecurso de alzada contra esta raso-­
lución por la Caja de Compensación del Mutua.lismo Laboral
el 17 de mayo de 1978, la Comisión Técnica Calificadora Central
dict6 resolución estimando en parte el recurso y confirmando
el gl'ado de invalidez reconocido en la resolución impugnada,
pero negando el' derecho del sl"dor Quiftones Sánchez a presta­
ciones econ6micas. En esta resolución se afirma que si bien 188
leliones que padece don Elpidio Dionisia Quii'iones le Impiden
llevar a cabo .su profesión habitual, siendo en consecuencia su
estado de incapacidad permanente y absoluta para todo trabajo
de su profesión habitual, carece de los requisitos carenciales de
cobertura exigidos, ya que únicamente cuenta con la aflcila­
ción al Retiro Obrero. ·10 Que le haría acreedor a 188 prestaclo.
nes SOY! si fuese mayor de sesenta aftas. pero no ha efec­
tuado ninguna cotizaci6n al Subsidio de Vejez o Seguro de
Vejez e Invalidez, lo que le priva del derecho a las prestaciones
económicas solicitadas. b) El 16 de octubre de 1982 don Elpidio
Dionisio Quiftones Sánchez sollcit6 al Director provincial del
Instituto Nacional de la Seguridad Social de León le fuera con~

cedida pensión de invalidez. El 15 de marzo de 1983 se aprobó
el expediente, concediendo al solicitante la pensión de vefez SoVI
con un importe Uquido mensual de 1.140 pesetas. El setl:or Ooi­
dones. Sé.nchez presentó reclamación previa al acceso a la Juris­
dicción laboral. haciendo constar que la prestación solicitada
fue de invJll1dez y no de jubilación, por lo que procede se sub~

sane el erfor, y que en aplicación del Real Decreto 93/1983, en
el que se fija en 17.650 pesetas mensuales la pensión mfnima de
jubilación e invalidez SOVI, ésta debe ser la cuantfa real de la
pensión conéedida. La Dirección Provincial denegó esta recla­
maci6n previa. haciendo constar que· «siguen siendo de apltca·
ción los preceptos legalea-que sirvieron de base para la reso·
lución del expediente recurrido al ser el señer Quidones Sán­
chez mayor de sesenta años y haberle sido ya denegada una
prestad6n de lnvlilidez SOVI el 13 de 1ulio de 1978 por no acre­
ditar ~ot1za,dones del SOVI (sólo tiene Retiro Obrero) y, por
otro lado. ser de igual cuantía las Prestaciones de vejez e inva­
lidez de dicho régimen~. Es de destacar que en el informe
previo a la resolución se hace constar que «la cuantía recono~

cida es correcta al ser pluripeMionista. puesto que viene co-­
brando una pensión de vej ez como Guardia Civil en cuantía
de 29.722 peset88. superior por lo tanto a la cuantía SOVI, y la
de 17.650 pesetas que establece ,,1 Decreto 93/1983, de 19 de
enero, lo es para aquellos beneficiarios que no tengan derecho
a otra pensión_o e) Antes de dictarse esta resolución don Elpi­
dio Dionisio Quitiones Sánct.eL interpuso demanda ante la Ma­
gistratura de Trabajo de León r:ontra el Instituto Nacional de
la Seguridad Sodal, en la que solicita se. le declare en situaci6n
de inval1dez permanente absoluta a consecuencia de enferme­
dad común. y se declore su derecho a percibir una pensión
equivalente a 17.650 pesetas mensuales, mis las reVAlorizaciones
correspondientes. pTfJtensl6n que fue rechazada por su senten­
cia de 17 de novil3mbre de 1983. dJ Del examen de las actua­
ciones y del estudio de los hechos resulta que el actor, al que
ya en el atio 1978 se le denegó la prestadón por invalidez. ha
acudido ante la Magistratura de Trabajo en solicitud de que
se le reconociera el derecho a percibir tal pensión en la cuantía
de 17.650 pesetas. y el Magistrado ha denegado la pretensi6n
por· la razón de que no ha estado afiliado al Seguro Qbligatorio
de Vejez e Invalidez. 'al que corresponde la prestaci6n que se
solicita. No existe. por tanto. vulneración del principio de igual~
dad. pues falta en el recurrente la concurrencia de requisitos
legales, que. como él mismo atJrma. es 10 que atribuye el dere­
cho a obtener la prestaci6n que soUcita, puesto que. según
tiene declarado la Jurisdicción constitucional, la igualdad opera
dentro de la legalidad y no al margen de ella. supuesto éste en
que se encuentra el actor, precisamente por esa carencia de los
requisitos necesarios. y, no se vulnera tampoco el derecho a la
tutela judicial efectiva, pues el actor ha obtenido respuesta a
sus peticiones. 'si bien no de acuerdó con sus deseos. eJ En de.­
finitiva. que al actor 8e le ha denegado lá pensi6n delnva­
lidez SOVI por carecer de los requisitos carenciales de cobertura,
exigidos. ya que no ha -efectuado cotizac16n alguna al Seguro
de -Vejez I Invalldez; se le ha concedido una pensIón de Jubi·
lación por haber estado afiliado al ReUro Obrero· y ser mayor
de sesenta aft08, y no se le reconoce la pensión de 17.860 pese­
tas fijada en el Real Decreto 93/1983. de 19 de Junio., porl porciblr
como Guardia Civil otra pensi6n de superior cuantía, por valor
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de 29.722 pesetas. por lo que, al no apreciarse vulneración al­
guna de los derechos a la 19ual~ '1 a 1& tutela Judicial efeo­
tiva, procede que se dicte sentencaa denegando el amP&l'O 10­
licitado.

Cuarto.-Concluida la fase de alegaciones, se stJñal6 el pre­
sente recurso par<l el día 10 de octubre ac!ufil, y pc;,¡t~riormente

se altero este sefJ.ulamiento para el día 19 de septiombre, en
que se deliberó y votó.

1I. FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.-Después de conocido el proceso laboral seguido
ante el Magistrado de Trabajo de León (y la copia fotostáttca
del expediente incorporada al proceso, tal como dispone elar­
tículo 120 de la LPL. dentro de las reglas que esta Ley dedica a
los procesos de 6egurldad SOCial). y lo que en el trámite de
alegaciones dE:ll proceso de amparo ha dicho el demandante
(artículo 52.1 de la LOTe), es manifiesto que niog1io tema cons­
titucional de los que tienen cabida en el proceso de amparo se
plantea en .el que ahora decidimos. Se cuestioll& en las alega.·
ciones del dem8ndante la. sentencia del Magistrado de Trabajo
desde un doble frente. pues, por -un lado. se acusa a la senten­
cia de error en los hechos declarados probados y. por otro lado.
en la inaplk!ición o aplicación errónea -Que no ea clara en
este punto la posición del actor- de los preceptos que rigen
la invalidez permanente absoluta, sin invocación constitucional
alguna y, desde lup.go, carente de toda aleg.ación. expresa o
sobl'eentendid~, respecto a violación de preceptos consUtuc1o·
nalas de los Que configuran derech(Js o libertades susceptibles
de amparo. Los que se inCluyeron en la demanda. concretados
a los articulas 14 y 24.1 de la Constitución. se abandonan en
las alegaciones yse sustenta ésta sobre pretendidas vulnera·
ciones atinHnt.es al .factum. de la sentencia o aJ derecho apli­
cable a las prestaciones de la Seguridad Social, en un claro
conocimiento -y no pod1a ser de otro modo a la .ista de las
actuaciones que antes hemos dicho-- de que no son aquellos
preceptos conshtucicmales los que se estiman infringidos. Con
este plant,",amlento. le demanda hubiera podido conducirse a la
inadmisión por aplicación del motivo del articulo SO.2, b}, de
la LarC, y en este momento del proceso debe llevarse a la
denegación de amparo, puesto que, en definitiva, se preteride
una revisión de la sentencia desde apreciaciones que cartene­
cen al Amb:to jurisdiccional ordinario (artiCUlO 117.3 de a Cons­
titución), en concreto a la funsdicción de trabajo (artículo 1.0
de la LPLl sin estar en cuestión garantías constitucionales:

Segundo.-No basta con la dta en la demanda de los aro
ticulos 14 y 24.1 de la Constitución, aquél en una difusa refe.
rencia a un tra tamiento desigual a la hora de definir las -pres­
tactones de la Seguridad Social, y éste en una global alusi6n
al derecho a obtener una tutela Judicial efectiva par~ propar·

Pleno. Recur.ro de tnconstitucionalidad mime­
"? 381/1983. Sentencia numero 89/1984. de 28 de sep­
ttembre.

El Pleno de; Tribunal ConsUtucional, compuesto por don Ma·
Duel Garcla-Yt::I.ayo y Alonso, Presidente. y don Jerónimo Aroza­
mena Sie1-ra, d"n Angel !.atorre- Segura, don Manuel Diez de
Velasco VallejO don Francisco Rubio LloI'ante, doña Gloria Be­
i!ué Cant,)n. dv:'l Luis Diez Picazo, don Francisco Tomas y Va­
llente. don &.tael Gómez-Ferrer Morant don Antonio Trufol
Serra y don hancisco Pera Verdaguer, Ma.gistrados. ha pro·
nunciado .

EN NOA!BRE DEL REY

la. siguiente

SENTENCIA

En el ¡-ecuJ"$C" de inconstitucionalidad registrado con el nú·
mero 381/1983, promovido por don Luis Femé.ndez Fernández~

Madrid, L.omisbnado por 53 Senadores más contra la Ley OrgA·
niea 4/1983. de 2P de febrero, del Estatuto de Autonomía Je
Castilla-León, en el que han comparecido el Setiado y el Go­
bierno, r~pres21.1tado éste por el Aboy,e,do del Estado. siendo
ponente ei Magistrado don Luis Díez Picazo, quien expresa el
parecer del Tribunal.

,L ANTECEDENTES

Primero.-Mu:Jiante escrito que se registr6 en este Ttlbunal
el día 1 de junio de 1.983, don Luis Fernández Fernández·Madrid.
comisionaao por 53 SenadOres maS. promovió recurso de inoons­
titucionaliJad contra 1& Ley Orgánica il1Sa3. de 25 de febrero,
del Estatuto de AutonoIIÚ8. para CasUl1a y León. En el escrito
de interposici6_1 del recurso se 1Ddica que mediante acuerdo de
13 de entlro de ¡g83 1& Diputación Provinc1&l de León revocó
el que habla. adoptado el 18 de abril de 1980. con el que· había
ejercido la iLic.'i&tiva del proceso autonómico a que alude el
art.iculo 1432 df' la Con81ltuc1On Española: Que el acuerdo d.e 13
de enero de 1983 fue notificado a la Mesa del Congreso de los
Diputados. la cual, s1n embargo, prosiguió la tramitacián del

cionar a la demanda. y en def1n1tiva a la pretensión, una fun.
c1ame.ntación con virtualidad para ser considerada en el proceso
da amparo que la ConsUtución (articulas 53.2 y 161.1. bJl Y
la LOTC (articuloa 4l y siguientes) establecen. Esta cita nomi.
nal o vac1a, como se evidencia con las alegaciones ulteriores
{las del articulo 52 de la WTCJ, y el análisis al que antes
hIcimos mendón es la efectuada por el GCtor, pues lo cuestio­
nado no es aJgo que pertenezca al tratamiento que impone el
articulo 14 acerca del principio de igUaldad o al derecho a La
jurisdicción. o al proceso debido en los términos que denne el
t\rticulo 24.1¡ lo cuestionado portenece al campo de los hechos

.y del régimen de la Seguridad Sqctal. sin relevancia constitu.
cional. pues se cuestionan los requisitos para tener derecho
a una prestación económica según lo dispuesto para el extin­
guido Seguro Obligatorlo de Vejez e Invalidez (SOvn. presta..
ción que el Instituto Nacional de la Seguridad. Social UNSS),
primero, y el Magistrado de Trabajo, después. han negado por­
que el solicitante y ahora recurrente no estuvo aflliado a este
Seguro. Todo cuanto arguye con el propósito de enmendar lo
Que el INSS ha resuelto y el Magistrado de Trabajo ha confir­
mado en cuanto a la denegación de la prestación pretendida,
con ser ajeno al núcleo de la decisión recurrida. es algo que
no pertenece al mábita del recurso de amparo. Que padece inva­
'Iidez, en el grado de la permanente y absoluta; que la. presta­
ción de invalidez es compatible con la pensión de clases pasivas
del Estado; que el Real Decreto 3218/1982 (y otros posteriores]
hli introducido un régimen de meloras o de revalorización, se­
gún los casos, can regulación especifica para las del SOVI; que
no ha solicitado la pensi6n d' jubilación que por haber estado
afiliado al antiguo Régimen Obrero le ha sido concedida. que
.son, con otras difusas alegaciones, lo que constituyen lafun.
damentación del recurso, es algo que, además de no penetrar
en el núcleo de la razón deneQ;9toria de la prestación (el no
haber estado afiliado al SOV}). es extrafJo al recurso de amparo.

FIILLO,

En atención a lo expuesto, el Tribunal Constitucional. POR
LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTTTUCION DE
LA NACION ESPA"'OIA,

Ha decidido:

Denegar el amparo solicitado por don Elpidio Dionisio Qui.
ñones Sánchez.

Publiquese esta sentencia en el ..Boletín OficiaJ del Estadoo.

Dada en Madrid a 27 de septiembre de 1984.-JerÓnimo Aro·
zamena Sierra.-Francisco Rubio L1orente.-Francisco Tomás v
Valiente.-Antonio Trufol Serral.---.'.Franc:isoo Pera Verdaguer_­
Firmados y rubricados.

proyecto de Estatuto, infringiendo. a juicio do los recurrentes,
los articulos 136, en sus apartados 1.0 y 3.... Y 207 del Reglamento
del Congreso de los Diputados; y que el proyecto de Estatuto
fUe ~proba~o y p'romulgado como Ley 4 1983, de 25 de febrero.
con mfracClón del articulo 146 de la Constitución Española. Man­
tenían aSlmismc los recurentés que la Ley 4·-1983 Quebranta
también lo d_.::puesto en el apartado cl del punto 2.· del artfcu­
lo H7 de la (;cnstitución, por cuanto, en vez de contenerla
sede de las instituc10nes autonómicas de la Comunidad, según
ordena el preceptoconstitucionaJ, prescribe en su artículo 3 que
las Cortes de Castilla v León. Que se constituyan en la Villa de
TordesilJa... aprrtbarán en su primera sesión ordinaria la Ley
que de-termine 1& sede o sedes de dicha Comunidad.

Aftrma:>an por último los recurrentes que la provincía de
León dispone de entidad regional histórica en el sentido del
articulo :13 1 de la Constitución y en virtud de tocio ello
pedían al 1ribunal Que dictase sentt'ncia .por la que se declare
inoonstitudon!:l.r la integración de León en la Comunidad de
Castilla y León debiéndose dejar sin efectos todas las men­
ciones del Estatuto a esta provincia. a la que el Estatuto en
caso alguno será aplicable, suprimiendo León, en su caso,
de la denominaL.ión de la Comunidad. e. igualmente, que se de­
clarara inconstitucional la Ley en su articulo 3, por contrariar
la exigencia di! los artículos 146 y 147, el. de la Constitución. en
cuanto a seft.a1amiento de sede o sedes, que corresponde en
exclusiva a las Cones Generales...

SegundO.-La. Sección Cuarta acordó admitir a. trámite t>l
recurso de i::Jconstitucionalidad, da! traslado del mismo al Con­
greso de ';os .0iputados y al Senado por conduct.o de _sus Presl­
dentes y al Gobierno por el del MiDLsterio de JustIcia. a los
efectos del articulo 34 de la Ley Orgánica del Tribunal Cons­
titucional. y publicar en el _Boietin Oficial del Estado~ ia
interposicIón de;. recurso, aJladiendo que en su momento se
acordara .10 procedente sobre el recib:mlento a prueba

Med.iante esu1to de 5 de iulio de 1983 el Presidente del Sena­
do pidió que se tuviera poc persvn&da a dicha Cámara en ,'1
procedimiento y .en esprito de 14 de julio ::te 1983 el Abog'ldo
del Estado pidill que se lt' t..uvlera por personado y por par~.

Tercero.-En su escrito de alegaciones, de 26 de )ullo de
1982, afirma el Abogado del Estado que, en virtud de la ~i"~o­
lielón transitoria primera de la Constitución, en los terrl~nos


